CONSEJO DE ESTADO 

                 SALA  DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION SEGUNDA 

CONSEJERA PONENTE: DRA. BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ

Bogotá D.C., siete (7) de abril de dos mil once (2011).

EXP. No. 110010326000200800047 00

No. Interno: 2559-08

DECRETOS DEL GOBIERNO

ACTOR: RAMON VALDES MENDOZA

Decide la Sala el recurso de reposición interpuesto por la parte demandada – Ministerio de Minas y Energía - contra el auto de 4 de agosto de 2010 proferido por esta Sección, que admitió la demanda y decretó la suspensión provisional  de los artículos 1º y 2º, 1º y 3º de los Decreto 3164 de 6 de noviembre de 2003 y 2719 de 31 de diciembre de 1993, expedidos por el Presidente de la República, - mediante los cuales se constituyeron las labores propias y esenciales de la Industria del Petróleo - ; que en ejercicio de la acción de simple nulidad solicitó el señor RAMON VALDES MENDOZA.

El auto repuesto  .

Mediante auto de 4 de agosto de 2010 esta Sección admitió la demanda y decretó la suspensión provisional de los artículos 1º y 2º, 1º y 3º de los Decretos 3164 de 6 de noviembre de 2003 y 2719 de 31 de diciembre de 1993, expedidos por el Presidente de la República; por considerar que del cotejo normativo entre los actos acusados y la norma citada como infringida - artículos 189 - ordinal 11-  y  228  de la Constitución Nacional, y el Decreto Legislativo No. 284 de 1957-, aparece la flagrante vulneración que exige el artículo 152 del C.C.A. Se dijo:

“…

El Ejecutivo al modificar, suprimir o restringir los Decretos Reglamentarios demandados, las actividades propias y esenciales de la Industria del Petróleo, con el fin de establecer un “nuevo, único y exclusivo listado de actividades” para ajustar la reglamentación contenida en el Decreto Reglamentado, a labores que se han considerado como inherentes a cualquier operación petrolera; va en contravía al objeto de su potestad reglamentaria que es contribuir a lo dispuesto en la Ley. Máxime que esta facultad no es absoluta, cuando advirtió, la Corte Constitucional en el mismo pronunciamiento arriba señalado:

“…
Lo dicho enlaza con la idea según la cual la extensión de la potestad radicada en cabeza del Ejecutivo por el artículo 189 numeral 11, depende de la forma, así como del detalle, con que la Ley reguló los temas correspondientes. Precisamente aquí se acentúa que la facultad reglamentaria no es absoluta y debe ejercerse dentro de las fronteras que marcan la Constitución y la Ley. El objeto de la potestad reglamentaria consiste, entonces, en contribuir a la concreción de la ley y se encuentra, por consiguiente, subordinada a lo dispuesto por ella sin que sea factible alterar o suprimir su contenido ni tampoco reglamentar materias cuyo contenido esté reservado al Legislador.

…” (Se subraya).
Si se aceptara la modificación de exclusión que se hizo con relación a las labores propias y esenciales de la Industria del Petróleo, por ejemplo, transporte, construcción y mantenimiento de oleoductos y refinerías, de los sistemas de bombeo, recolección, tratamiento térmico, entre otras; se estaría cambiando las reglas del juego
 con respecto a los salarios y prestaciones de los empleados de los contratistas independientes, lo cual se reitera, es abiertamente inconstitucional en virtud del artículo 189 numeral 11 de Constitución Nacional. 

…”

La reposición.-

El apoderado judicial del Ministerio de Minas y Energía – como parte demandada – interpuso recurso de reposición contra el anterior proveído (fls. 75 a 84). Solicitó revocar el auto admisorio de la demanda y rechazarla, ya que operó el fenómeno jurídico de la Cosa Juzgada, por lo siguiente: 

Los actos acusados fueron objeto de pronunciamiento por el Consejo de Estado - Sección Segunda en sentencia de 21 de agosto de 2008
, mediante la cual negó las pretensiones de la demanda de simple nulidad interpuesta por la ASOCIACION DE DIRECTIVOS, PROFESIONALES Y TECNICOS DE EMPRESAS DE LA INDUSTRIA DEL PETROLEO DE COLOMBIA – ADECO;  en los siguientes términos:

 “…

Con lo anterior, y en atención a que la facultad reglamentaria no se agota y que ello conlleva a que un reglamento posterior puede derogar uno anterior, lo que hace posible que una norma ya reglamentada pueda ser objeto de nueva reglamentación; resulta entonces válido, que los Decretos acusados hayan tenido que precisar las actividades que son propias de la industria del petróleo, descartando las que evidentemente no lo son, con la Derogatoria de la Resolución  No. 644 de 1959, tal como lo dispuso el artículo 3° del Decreto No. 2719 de 1993, por lo que no se evidencia que aquellos, quebranten o vayan más allá del Decreto Legislativo que reglamentaron. 

A lo que hay que sumar, que  no puede argumentarse válidamente que los actos acusados fueron expedidos con falsa motivación y con desviación de poder, pues es claro, que la motivación de los mismos no obedeció a un fin oculto con miras a menoscabar los derechos de los trabajadores, sino que antes bien, guardan armonía y se adecuan a la vida contemporánea, obedeciendo a la realidad del mundo cambiante de la economía, cuando regulan de manera más específica el grupo de actividades que conforman la industria petrolera, que fue descrito en forma general por el Decreto Legislativo No. 284 de 1957. Tratándose de un sector de la economía, como el de los hidrocarburos, que es por naturaleza, especializado y técnico, se hacía entonces necesaria la delimitación de su campo de aplicación.  

…

LOS TRABAJADORES DE LOS CONTRATISTAS INDEPENDIENTES EN LA INDUSTRIA PETROLERA
…

Una vez celebrado el contrato entre la empresa beneficiaria y el contratista independiente, ello implica que aquella es la empleadora exclusiva de sus trabajadores directos y el contratista independiente, lo es respecto del personal a su servicio; de suerte que, el hecho de que la empresa se beneficie del trabajo realizado por los empleados del contratista independiente, no significa que se genere un vínculo laboral de la empresa con éstos, porque se mantiene la independencia y la autonomía en las relaciones laborales 
.  

Lo anterior significa, que las obligaciones laborales del contratista independiente para con sus trabajadores, recaen exclusivamente en aquél, quien adquiere por ende, la obligación de pagarles los mismos salarios y prestaciones a que tienen derecho los trabajadores de la beneficiaria en la misma zona de trabajo.  De hecho el artículo 1° del Decreto Legislativo No. 284, en su inciso 3°, establece la obligación para el contratista independiente de satisfacer las prestaciones sociales de sus trabajadores, aun con auxilio de la empresa beneficiaria, en caso de no poder satisfacerlas, con anuencia previa del Gobierno 
.  

…”
Para resolver se  

CONSIDERA
Análisis.-

La parte impugnante – Ministerio de Minas y Energía - plantea que en este caso operó el fenómeno jurídico de la Cosa Juzgada por cuanto esta Corporación ya se pronunció sobre la legalidad de los mismos actos aquí controvertidos. Estima la Sala que tal argumentación no de recibo, por lo que considera necesario analizar lo pertinente con relación a esta figura jurídica.

DE LA COSA JUZGADA.-

Hace referencia a las características de imperatividad, coercibilidad e inmutabilidad que revisten a estos pronunciamientos ejecutoriados,  es decir, cuando las decisiones de los funcionarios judiciales hacen tránsito a cosa juzgada, significa que luego de ciertos trámites, pasan a ser imperativas y son susceptibles de cumplirse coercitivamente, lo que implica de suyo la imposibilidad de volver sobre asuntos ya juzgados, para introducir en ellos variaciones o modificaciones mediante la adopción de una nueva providencia. 

El fenómeno jurídico de la Cosa Juzgada, opera cuando la Jurisdicción  ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre una misma causa petendi
 mediante sentencia de fondo debidamente ejecutoriada, circunstancia, como se dijo, que enerva la posibilidad de realizar hacia futuro otro pronunciamiento sobre el mismo asunto. 

Causales de rechazo de la demanda.-

En el Código Contencioso Administrativo se establecieron de forma taxativa las causales para el rechazo de la demanda en los  incisos 2º y 3º del artículo  143, modificado por  el artículo 45 de la Ley 446 de 1998. El Derecho Procesal Administrativo Colombiano, no contempla el evento en el que se puede emplear la institución procesal de la Cosa Juzgada como fundamento o casual de rechazo, como se solicita en este recurso. De obrar de esa manera tal determinación sería violatoria del derecho fundamental al acceso a la Administración de Justicia.
El ordenamiento jurídico establece varias posibilidades para dotar de eficacia procesal a la Cosa Juzgada, entre las cuales están las excepciones, la impugnación de la sentencia, o el recurso de revisión
.

De los Presupuestos Procesales.-

En materia Contenciosa Administrativa el fenómeno de la Cosa Juzgada se encuentra regulado en el artículo 175 del C.C.A., que de conformidad con el artículo 332 del C. P.C., para que se configure es menester que haya identidad de objeto, de causa e identidad jurídica de partes. El objeto de la demanda es la pretensión y la causa es el fundamento jurídico del derecho que se ejerce. 

El último requisito, ello es identidad jurídica de las partes no es aplicable  en procesos de nulidad, por los efectos erga omnes que le otorga el artículo 175 del Código Contencioso Administrativo, como se verá más adelante.
De los efectos y alcances del artículo 175 del C.C.A.-

Dispone la norma en cita:

“La sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo tendrá fuerza de cosa juzgada erga omnes.

La que niegue la nulidad pedida producirá cosa juzgada erga omnes pero sólo en relación con la causa petendi juzgada.

…” (Se subraya).

Del contenido y alcance de la Cosa Juzgada, esta Corporación
 en sentencia de 22 de abril de 2004, precisó que de acuerdo con esta disposición normativa, si la decisión jurisdiccional es negativa, es decir si el acto demandado continúa vigente, esta figura se predica únicamente de las causales de nulidad alegadas y del contenido del petitum que no prosperó. En consecuencia la norma puede ser demandada por otra causa y puede prosperar la pretensión, caso en el cual, la sentencia es inmutable, y por tanto, debe estarse a lo  resuelto en la misma. 

Por este motivo, el requisito de identidad jurídica de las partes, no es aplicable en los procesos de nulidad por los efectos erga omnes que le imprime el C.C.A., a las sentencias que niegan la anulación del acto acusado que produce el efecto de cosa juzgada frente a todos, pero sólo en relación con la causa o los motivos de impugnación alegados, lo que significa que por esos mismos motivos no podrá la misma parte o  un tercero instaurar una nueva acción de nulidad contra el acto que fue objeto de la primera decisión. 

En el caso sub judice, los efectos de la nugatoria del pronunciamiento de esta Corporación, no son oponibles a que cualquier demandante pretenda por motivos diferentes, iniciar nuevamente el debate judicial, ya que estos se promueven en interés del orden jurídico.

De la Causa Petendi.-

En  efecto, en el pronunciamiento de 21 de agosto de 2008, - expediente No. 0295-04-, se adujo como petendi la causa de expedición irregular, desviación de poder, falsa motivación y exceso de potestad reglamentaria. En los siguientes términos:

“…
En el proceso radicado 0294-2004, por intermedio de apoderado y en ejercicio de la acción pública de nulidad, consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, la organización sindical ASOCIACIÓN  DE DIRECTIVOS, PROFESIONALES Y TÉCNICOS DE EMPRESAS DE LA INDUSTRIA DEL PETRÓLEO DE COLOMBIA -ADECO-, solicitó la declaratoria de nulidad del Decreto No. 2719 de 31 de diciembre de 1993, “Por el cual se reglamenta el artículo 1° del Decreto - Ley 284 de 1957 y se dictan otras disposiciones”, expedido por el Presidente de la República con la firma de los Ministros de Trabajo y Seguridad Social y de Minas y Energía; porque es violatorio de la Carta Política y fue expedido con desviación de poder, falsa motivación y exceso de potestad reglamentaria, en cuanto viola y recorta el alcance del artículo 1° del Decreto Legislativo No. 284 de 1957.

En el proceso radicado 0295-2004, por intermedio de apoderado y en ejercicio de la acción pública de nulidad, consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, la misma organización sindical, solicitó, con petición de suspensión provisional, la declaratoria de nulidad del Decreto No. 3164 de 6 de noviembre de 2003, “Por el cual se modifica el Decreto 2719 de 1993”, expedido por el Presidente de la República con la firma de los Ministros de Protección Social y de Minas y Energía; por que igualmente, estima que vulnera la Carta Fundamental y que fue expedido con desviación de poder, falsa motivación y exceso de potestad reglamentaria, por cuanto viola y recorta el alcance del artículo 1° del Decreto Legislativo No. 284 de 1957.

…” (se subraya).

Los cargos como fundamento jurídico del derecho que se ejerce en la presente demanda, difieren de los que se plantearon en el anterior:

“… por infringir las normas Constitucionales y Legales en que debía fundarse, como son,  los artículos 189 - ordinal 11-  y  228  de la Constitución Nacional, y el Decreto Legislativo No. 284 de 1957; por extralimitación de las facultades del Ejecutivo de interpretación normativa, que corresponde a la Rama Judicial.
El simple cotejo de los cargos examinados en la sentencia reseñada y la presente demanda, evidencian que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 332 del C.P.C., en relación con la “misma causa”, esto en la medida en que el pronunciamiento proferido por esta Corporación con ocasión a los mismos actos aquí demandados, negó las pretensiones de la demanda y de conformidad con el artículo 175 del C.C.A., “La que niegue la nulidad pedida producirá Cosa Juzgada erga omnes pero sólo en relación con la causa petendi juzgada”.

Por lo que la causa petendi o el motivo de violación en el presente caso, no ha sido objeto de análisis por esta Jurisdicción, como lo es – según el actor –el artículo 228 de la Constitución Nacional, que, independientemente de su contenido o fundamento como concepto de vulneración, no se adujo en el proceso anterior. Lo que significa que sí se puede demandar de nuevo, porque la censura o reproche es diferente a los anteriormente planteados, examinados y decididos.

En conclusión, se reitera, como se dijo en el auto recurrido, del cotejo normativo entre el acto parcialmente acusado y la norma citada como infringida aparece la flagrante vulneración que exige el artículo 152 del C.C.A.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE 

No reponer el auto de 4 de agosto de 2010 proferido por esta Sección, mediante el cual admitió la demanda y decretó la suspensión  provisional  de los de los artículos 1º y 2º, 1º y 3º de los Decreto 3164 de 6 de noviembre de 2003 y 2719 de 31 de diciembre de 1993, expedidos por el Presidente de la República.

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

 BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ  

GERARDO ARENAS MONSALVE             

GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN    
LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO

           ALFONSO MARIA VARGAS RINCON  

VICTOR H. ALVARADO ARDILA

/AH

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Corte Constitucional- Sentencia C-007 de 23 de enero de 2002 M.P., Manuel Cepeda Espinosa, habló de la seguridad jurídica en un Estado Social de Derecho.


� M.P., Dr. Gustavo Gómez Aranguren Exp. No. 0295-04 – Demandado: MINISTERIOS DE LA PROTECCION SOCIAL Y  MINAS Y ENERGIA.


�  Las Sentencias de 15 de septiembre de 1993 y de 2 de febrero de 1996, de la Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. M. P. Jorge Iván Palacio, tratan el tema de la independencia laboral que conserva la empresa beneficiaria dedicada a las actividades esenciales de la industria del petróleo, respecto de los trabajadores del contratista independiente que le presta sus servicios. 





� Decreto Legislativo No. 284. Artículo 1°. Inciso 3° “Si los contratistas independientes no tuvieren los elementos adecuados para atender a las referidas prestaciones, podrán convenir  (dichos contratistas) con la empresa beneficiaria que esta las atienda por cuenta de aquellos  (los contratistas).  Si no fuere ello posible, los contratistas deberán compensar en dinero a sus trabajadores el valor de las prestaciones que no pudieren atender, previa autorización del Gobierno”. 





� Sentencia de 26 de febrero de 2009 Actor: Carlos Fernando Ossa Giraldo Vs Ministerio de Transporte, M.P. Dr. RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA.  


� Subsección “B” Sentencia de 18 de marzo de 2010 Exp. No. 0942-09 M.P. Dr. Gerardo arenas Monsalve Actor: Jorge Miguel Pauker Galvez.


� Exp. No. 13274 Actor: Manuel Jesús Rincón González M.P. Dr. Germán Ayala Mantilla contra el Departamento de Cundinamarca.





